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Sentencia 2015-00090 de 2020 Consejo de Estado
PENSIÓN DE JUBILACIÓN DOCENTE OFICIAL / RÉGIMEN PENSIONAL APLICABLE A LOS DOCENTES OFICIALES / APLICACIÓN DEL PRECEDENTE
JUDICIAL - Sentencia de unificación del 25 de abril de 2019
 
Esta  Sección  del  Consejo  de  Estado  en  sentencia  de  unificación  del  25  de  abril  de  2019 unificó  su  criterio  en  torno  a  la  forma de  liquidar  la
pensión ordinaria de jubilación de los docentes,  prevista en la Ley 91 de 1989, oportunidad en la cual  determinó las siguientes reglas
jurisprudenciales: «a. Los docentes vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de
jubilación de los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, y por tanto los factores en sus liquidaciones pensionales
son aquellos sobre los que efectuaron los respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1.º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede
incluir ningún factor diferente a los señalados en el citado artículo. b. En el caso de los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de
la Ley 812 de 2003, afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, se les debe aplicar el régimen pensional de prima media
establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57
años para hombres y mujeres. Para la liquidación pensional los factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son los previstos
en el Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas cotizaciones.» […] [S]e precisó que según el parágrafo transitorio del
Acto Legislativo 01 de 2005, existen dos regímenes prestacionales que regulan el  derecho a la pensión de jubilación para los docentes
nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial,  que dependerá de la fecha de vinculación al servicio
educativo  oficial  que  acredite  cada  docente,  para  tal  efecto  distinguió  lo  siguiente:  a-.  El  derecho  a  la  pensión  de  jubilación  de  los  docentes
vinculados a partir del 1 de enero de 1981 nacionales y nacionalizados y de los nombrados a partir del 1 de enero de 1990, de acuerdo con las
Leyes 91 de 1989 y 33 de 1985, se rige por las siguientes reglas: 55 años de edad, 20 de servicios y 75% de los factores previstos en la Ley 62
de  1985.  b-.  Los  docentes  vinculados  a  partir  de  la  entrada  en  vigencia  de  la  Ley  812  de  2003,  afiliados  al  Fondo  Nacional  de  Prestaciones
Sociales del Magisterio, les aplica el régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos
previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para hombres y mujeres. Para este personal, el ingreso base de
liquidación se rige por lo previsto en la Ley 100 de 1993, con los factores señalados por el Decreto 1158 de 1994, sobre los que se efectuaron las
respectivas cotizaciones.  Ahora bien,  por  tratarse de una sentencia de unificación,  las  reglas fijadas en ésta tienen valor  vinculante y son de
obligatorio cumplimiento en todos los casos pendientes de solución tanto en vía administrativa como en vía judicial a través de acciones
ordinarias; salvo los casos en los que ha operado la cosa juzgada que, en virtud del principio de seguridad jurídica, resultan inmodificables.
 
FUENTE FORMAL: LEY 33 DE 1985 / LEY 62 DE 1985 / LEY 91 DE 1989 / LEY 100 DE 1993 / LEY 797 DE 2003 / LEY 812 DE 2003

 
CONSEJO DE ESTADO

 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

 
SECCIÓN SEGUNDA

 
SUBSECCIÓN "A"

 
Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ

 
Bogotá D.C., treinta (30) de abril de dos mil veinte (2020)

Radicación número: 44001-23-33-000-2015-00090-01(1888-17)
Actor: NANCY ABADESA BRITO CATAÑO

Demandado: MINISTERIO DE EDUCACIÓN-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
Referencia: RELIQUIDACIÓN PENSIÓN DOCENTE. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA. LEY 1437 DE 2011

ASUNTO
 
La Sección Segunda, Subsección A del Consejo de Estado, decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante1 contra la
sentencia del 6 de diciembre de 2016 proferida por el Tribunal Administrativo de la Guajira que accedió parcialmente a las pretensiones de la
demanda.
 

I.             ANTECEDENTES
 
1.            LA DEMANDA2.
 
La señora Nancy Abadesa Brito Cataño, a través de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del
derecho previsto en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, instauró demanda contra la
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NACIÓN –  MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL,  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  MAGISTERIO y  el  MUNICIPIO  DE
RIOHACHA -SECRETARIA DE EDUCACIÓN, en procura de obtener el reconocimiento y pago de las siguientes pretensiones y condenas:
 
1.1.       Pretensiones.
 
(i). Declarar la nulidad de la Resolución No. 286 del 1 de junio de 2012, mediante la cual se negó la reliquidación de la pensión vitalicia de
jubilación de la demandante.
 
(ii). A título de restablecimiento del derecho, solicitó condenar a la entidad  demandada a lo siguiente: a)  a reliquidar la pensión en cuantía
equivalente al  75% del promedio de los factores salariales devengados durante el último año de servicios anterior al cumplimiento del estatus
pensional, con la inclusión de la asignación básica mensual y de todos los factores salariales, primas y demás emolumentos que constituyen
salario, b) pagar las diferencias en las mesadas  o retroactivo pensional generadas por la reliquidación de la pensión de jubilación como
consecuencia de la inclusión reclamada, desde la fecha en que adquirió el estatus pensional hasta que se ordene la inclusión en nómina del
nuevo valor, c)  reconocer, liquidar y pagar la indexación, d) pagar los ajustes e intereses de mora, e) el cumplimiento de la sentencia  y d) el 
pago de las costas  del proceso.
 
1.2. Fundamentos fácticos.
 
Como fundamentos fácticos expuso lo siguiente:
 
(i). Mediante la Resolución No. 318 del 13 de julio de 2007, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio ordenó el reconocimiento y
pago de la pensión vitalicia de jubilación de la señora Nancy Abadesa Brito Cataño, como docente de vinculación nacional, efectiva a partir del 8
de octubre de 2006.
 
(ii). En la mencionada resolución se liquidó la prestación aplicando el 75% del promedio sobre la asignación básica de los doce meses previos a
la adquisición del estatus pensional, dando como resultado la suma de $1’140.467.
 
(iii). Como ingreso base para la liquidación de la pensión solo se incluyó la asignación básica mensual sin tener en cuenta la totalidad de los
factores salariales devengados durante el año anterior a la fecha de causación del derecho.
 
(iv). Durante el año anterior a la adquisición del estatus, devengó los siguientes factores salariales: asignación básica, prima de vacaciones,
prima de navidad, primas de bonificación, prima de antigüedad y horas extras nocturnas.
(v). Por lo anterior, el 3 de noviembre de 2011, la demandante solicitó a la entidad demandada la reliquidación de su pensión con la inclusión de
todos los factores salariales devengados, en los términos de la Ley 33 de 1985.
 
(vi). Dicha solicitud fue denegada mediante la Resolución No. 286 de 1 de junio de 2012.
 
(vii). El 16 de octubre de 2013, nuevamente la accionante presentó solicitud de reliquidación de la pensión ante la Secretaría de Educación.
 
(viii). El 28 de octubre de 2013, la Secretaría de Educación dio respuesta negativa a la solicitud impetrada y reiteró que la misma fue resuelta
mediante la Resolución 286 de 1 de junio de 2012, acto que gozaba de firmeza toda vez que contra el mismo no se interpusieron los recursos en
sede administrativa.
 
1.3. Normas violadas y concepto de violación3.
 
En la demanda se invocaron como normas transgredidas, las siguientes:
 
De orden constitucional: artículos 25 y 53 de la Constitución Política y Acto Legislativo 01 de 2005.
 
De orden legal: Ley 6 de 1945, Decreto 1045 de 1978, artículo 1 de la Ley 33 de 1985, Ley 62 de 1985, Ley 91 de 1989, artículo 11, 36 y 279 de
la Ley 100 de 1993, artículo 81 de la Ley 812 de 2003.
 
Al  exponer  el  concepto  de  violación,  refiere  la  demanda  que  con  el  acto  acusado  se  desconocen  completamente  las  garantías  y  beneficios
reconocidos en los preceptos señalados como normas violadas.
 
La demandante es beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual le permite pensionarse en los
términos del régimen anterior, es decir, con lo dispuesto en la Ley 33 de 1985 que en su artículo 1º determinó que la edad para pensionarse
sería a los 55 años para hombres como para mujeres, y que el monto de la pensión sería el 75% del salario promedio del último año de servicio.
 
Igualmente, indicó que el artículo 3 de la Ley 33 de 1985, estableció los factores que deben tenerse en cuenta en la determinación de la base de
liquidación de los aportes  y que en ese orden de ideas, de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado, los factores enlistados son un
principio general mas no son taxativos, por lo que la demandante tiene derecho a que se le incluyan todos los factores salariales devengados en
el año inmediatamente anterior al cumplimiento del estatus pensional, toda vez que constituyen salario todas las sumas percibidas por el
servidor público como retribución del servicio.
 
La demandante ingresó al servicio con anterioridad al 27 de junio de 2003, fecha de expedición de la Ley 812 de 2003 y en ese orden de ideas,
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el régimen pensional aplicable es el establecido en las leyes anteriores, verbi gratia Ley 6 de 1045, Ley 33 de 1985 y la Ley 91 de 1989, según
las cuales, la mesada pensional se liquida con base en los salarios devengados durante el último año de servicio.
 
2. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA4.
 
2.1. La Nación – Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. No contestó la demanda. (f.122 vto).
 
2.2. Municipio de Riohacha – Secretaria de Educación. La entidad demandada se opuso a la prosperidad de las pretensiones al considerar que la
pensión de jubilación de la demandante fue reconocida con sujeción al ordenamiento jurídico y por ende se encuentra ajustada a derecho.
 
Solicitó negar en su totalidad las pretensiones respecto al Municipio de Riohacha – Secretaría de Educación Distrital por cuanto los actos
administrativos acusados se expidieron conforme a la ley.
 
Propuso las excepciones de: a) inexistencia de la obligación ya que considera, de acuerdo con la lista taxativa de factores prevista en la ley, que
a la demandante le fue reconocida la pensión con la asignación básica mensual, pues era el único factor con vocación para integrar la base
pensional, b). inexistencia de causa para pedir por considerar que debió haber agotado todos los recursos y c) la genérica.
 
3. AUDIENCIA INICIAL5.
 
La audiencia inicial se llevó a cabo el 18 de agosto de 2016.  En dicha oportunidad, el a quo, advirtió en primer lugar que no se encontraban
irregularidades dentro del proceso y que no existían excepciones previas pendientes de resolver.
 
Enseguida, fijó el litigio en los siguientes términos:
 
“Determinar si el actor tiene derecho a que se le reliquide la pensión vitalicia de jubilación con inclusión de todos los factores salariales
devengados durante el último año de servicio, o si por el contrario el monto reconocido por la demandada se ajusta a la ley””.
 
4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA6.
 
El  Tribunal Administrativo de la Guajira, mediante sentencia del 6 de diciembre de 2016, accedió parcialmente a las pretensiones de la
demanda, y en tal sentido:
 
a)           Ordenó reliquidar la pensión de jubilación de la demandante, teniendo en cuenta el 75% del promedio de todos los factores de salario
devengados en el último año de servicios, excepto la prima de antigüedad y bonificación.
 
b)           Ordenó indexar las diferencias pensionales reconocidas, aplicando la fórmula del IPC acogida por el Consejo de Estado para
prestaciones periódicas.
 
c)            Condenó en costas a la entidad demandada Nación – Ministerio de Educación Nacional, Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio,
fijando el 1% de las pretensiones de la demanda.
 
d)           Declaró probada de oficio la excepción de prescripción trienal de las mesadas causadas entre el 8 de octubre de 2006 y el 26 de junio
de 2012.
 
e)           Exoneró de responsabilidad al Municipio de Riohacha, por cuanto consideró que de acuerdo con el Decreto 1283 de 2005, art. 3 y la Ley
962 de 2005, art. 56, no es la entidad responsable para reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, sino que ello es atribución
del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio.
 
Como argumentos de su decisión, sostuvo que a la demandante le era aplicable la Ley 33 de 1985 en su integridad, en virtud del principio de
inescindibilidad de la ley, es decir, los requisitos de edad, tiempo y monto de la pensión, por  tanto, debían incluirse todos los factores
devengados como contraprestación del servicio y que constituyen salario; sin embargo, consideró, respecto a la prima semestral de bonificación,
que esta fue creada por la Asamblea Departamental de la Guajira, mediante las ordenanzas 040 de 1981 y 025 de 1983, abrogándose facultades
que no le correspondían, por lo que no podía incluirse como factor salarial y no crea derecho adquirido.  En cuanto a la “prima por antigüedad”
que fue reconocida por la Ordenanza 019 de 1981, sostuvo que también se ha definido categóricamente la improcedencia de su inclusión por
emerger de disposiciones irregulares.
 
5. LOS RECURSOS DE APELACIÓN.
 
5.1. La parte demandante presentó recurso de apelación7 con el fin de que se modifique la sentencia y se incluyan todos los factores salariales
devengados en el último año de servicios, sin excluir la prima de bonificación y de antigüedad, toda vez que estas fueron devengadas desde su
vinculación al servicio, constituyeron y siguen constituyendo salario, de manera que no hacerlo constituye un detrimento en sus ingresos y un
deterioro en la calidad de vida de la docente pensionada.
 
En lo que respecta a la prescripción, sostuvo que la petición de reliquidación pensional fue presentada el 10 de octubre de 2013, aportada a la
demanda como prueba documental, con lo cual interrumpió el término de prescripción que venía corriendo, petición que fue resuelta el 28 de
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octubre de este mismo año, ratificando el contenido de la Resolución No. 286 del 1 de junio de 2012, por medio de la cual se negó el ajuste de
pensión vitalicia de jubilación8.
 
Allegó con su escrito las Ordenanzas 025 de 1999 y 095 de 2003.
 
5.2. La entidad demandada Nación- Ministerio de Educación- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio presentó recurso de apelación9

contra la sentencia de primera instancia solicitando revocar parcialmente la sentencia objeto del recurso, por considerar que no es viable la
reliquidación pensional ordenada. En caso de no acceder a lo solicitado, invocó el principio procesal de no reformatio in pejus (art 31 CP), en lo
que refiere a la deducción legal de aportes ordenada en el numeral tercero de la parte resolutiva de la providencia impugnada.
 
No obstante, la parte demandada Nación- Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no se presentó a la
audiencia de conciliación celebrada el 22 de marzo de 201710, motivo por el cual, el a quo dispuso declarar desierto el recurso de apelación (f.
204 y 205).
 
6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN.
 
6.1.  La  parte  demandante  presentó  escrito11  en  el  que  ratificó  las  razones  aducidas  en  el  recurso  de  apelación  dirigido  a  obtener  que:  a)  se
reconozcan todos los factores salariales devengados el último año de servicios anterior al cumplimiento del status pensional, específicamente la
prima de antigüedad y la prima de bonificación,  b) se declare como no probada la excepción de prescripción, y c) se ordene el pago indexado
de las mesadas pensionales adeudadas desde el 8 de octubre de 2006 hasta el 26 de junio de 2012.
 
6.2. La entidad demandada Nación- Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  presentó alegatos de
conclusión12 mediante el cual realizó un recuento normativo in extenso que le permitió concluir lo siguiente:  a) que en el presente caso debe
aplicarse el artículo 3 del Decreto 3752 de 2003, b) las prestaciones sobre las cuales realiza aportes la docente como pensiones y auxilios, que
se causen a partir de la vigencia de dicha norma, se deben liquidar únicamente con la asignación básica mensual y el sobresueldo, siempre  que
se hayan realizado los aportes a favor del Fondo del Magisterio, de manera que los factores salariales están delimitados en las normas y fuera de
ellas no puede realizarse un reajuste a la cuantía con factores salariales tales como prima de alimentación, de navidad, de antigüedad, de
vacaciones, auxilio de transporte y prima vacacional departamental.
 
Como no se observa causal que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes consideraciones.
 

II.            CONSIDERACIONES
 
1.            Competencia.
 
De conformidad con el artículo 150 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo13, el Consejo de Estado es
competente para resolver el recurso de apelación interpuesto.
 
Asimismo, conforme a lo dispuesto en el artículo 32814 del Código General del Proceso, la competencia del juez de segunda instancia está
circunscrita a los argumentos expuestos por el apelante. No obstante, en caso de que ambas partes hayan apelado la sentencia, el superior
resolverá sin limitaciones.
 
En el presente caso, la parte demandante es apelante único, razón por la cual la competencia de la Sala de Subsección se encuentra limitada
por el objeto mismo del recurso, cuyo marco está definido por el juicio de reproche esbozado por la parte apelante.
2.            Problema jurídico.
 
De acuerdo con los argumentos del recurso de apelación presentado por la parte demandante, a la Sala de Subsección le corresponde resolver
¿si la demandante Nancy Abadesa Brito Cataño, en calidad de docente afiliada al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, tiene derecho a
la reliquidación de la pensión de jubilación con la inclusión de la totalidad de los factores salariales devengados  durante el último año de
servicios anterior al estatus pensional, incluidas las primas semestral de bonificación y de antigüedad?
 
Así mismo le corresponde establecer ¿si en el presente caso operó el fenómeno de prescripción de las mesadas pensionales en la forma que lo
ordenó la sentencia apelada?
 
Para resolver los problemas jurídicos planteados, la Sala desarrollará el siguiente orden metodológico (i) marco normativo y jurisprudencial.
Régimen pensional aplicable a los docentes oficiales. Sentencia de unificación del 25 de abril de 2019, y (ii) análisis del caso concreto.
 
3.            Marco normativo y jurisprudencial.
 
3.1. Régimen pensional aplicable a los docentes oficiales. Sentencia de Unificación del 25 de abril de 2019.
 
Esta Sección del  Consejo de Estado15  en sentencia de unificación del  25 de abril  de 2019 unificó su criterio en torno a la forma de liquidar la
pensión ordinaria de jubilación de los docentes,  prevista en la Ley 91 de 1989, oportunidad en la cual  determinó las siguientes reglas
jurisprudenciales:
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«a. Los docentes vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación de los
servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, y por tanto los factores en sus liquidaciones pensionales son aquellos sobre
los que efectuaron los respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1.º de la Ley 62 de 1985, y, por lo tanto, no se puede incluir ningún factor
diferente a los señalados en el citado artículo.
 
b. En el caso de los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio, se les debe aplicar el régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los
requisitos previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para hombres y mujeres. Para la liquidación pensional los
factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son los previstos en el Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las
respectivas cotizaciones.»
 
A las anteriores conclusiones arribó la Sección Segunda del Consejo de Estado previo los siguientes razonamientos:
 
«[…]
 
51. En criterio de la Sala, los factores que hacen parte de la base de liquidación y sobre los cuales se deben hacer los aportes en el régimen
general de pensiones de la Ley 33 de 1985, son únicamente los señalados de manera expresa en el mencionado artículo 1º de la Ley 62 de
1985.
 
52. Luego entonces, los factores que deben incluirse en la base de la liquidación de la pensión de jubilación de los docentes bajo el régimen
general de la Ley 33 de 1985 son: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación;
dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de
descanso obligatorio.
 
53. La Ley 91 de 1989 estableció en el artículo 8º un esquema de cotizaciones o aportes de la Nación como empleadora, y de los docentes como
trabajadores, distinto al de los empleados públicos del orden nacional. En el mencionado artículo 8º, que contiene los recursos con los que se
financia el Fomag, se incluyeron en los numerales 1 y 3, el 5% del sueldo básico mensual del personal afiliado al Fondo, y el 8 % equivalente al
aporte  de  la  Nación  sobre  “los  factores  salariales  que  forman  parte  del  rubro  de  pago  por  servicios  personales  de  los  docentes”,
respectivamente.
 
[…]
 
62.  La  Sección  Segunda  en  su  función  unificadora,  salvaguardando  los  principios  constitucionales  de  igualdad  y  seguridad  jurídica,  acoge  el
criterio de interpretación sobre los factores salariales que se deben tener en cuenta para la liquidación de la mesada pensional en el régimen de
la Ley 33 de 1985 que fijó la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y sienta jurisprudencia frente a los factores que se deben tener en
cuenta  para  la  liquidación  de  la  pensión  ordinaria  de  jubilación  de  los  docentes  del  servicio  público  oficial  afiliados  al  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, fijando la siguiente regla:
 
·                    En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, que
gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los
factores que se deben tener en cuenta son solo los factores sobre los que se hayan efectuado los respectivos aportes de acuerdo con el artículo
1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo.
 
63. Con esta regla se sienta una postura interpretativa distinta a la que sostenía la Sección Segunda a partir de la sentencia del 4 de agosto de
2010, según la cual, en la base de liquidación de la pensión de jubilación ordinaria de los docentes se incluían todos los factores salariales
devengados durante el último año de servicios.
 
64. De acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2005 “Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales
cada persona hubiere efectuado las cotizaciones”. Los docentes no están exceptuados de esta disposición para el goce de la pensión ordinaria
de jubilación. Por lo que, en el ingreso base de liquidación de esta pensión solo pueden ser tenidos en cuenta los factores sobre los que se
aporta y que están contenidos en el artículo 1º de la Ley 62 de 1985.
 
65. La regla que rige para el ingreso base de liquidación en la pensión de jubilación de los docentes es la prevista en la Ley 33 de 1985 en
cuanto a periodo y factores. Lo que quiere decir que el periodo es el de un (1) año y los factores son únicamente los que se señalan en el artículo
1º de la Ley 62 de 1985 que modificó el artículo 3º de la Ley 33 de 1985.
 
66. Los docentes, como ya lo precisó la Sala, están exceptuados del Sistema General de Pensiones, por lo que no les aplica el artículo 36 de la
Ley 100 de 1993 que establece un régimen de transición y fija reglas propias para el Ingreso Base de Liquidación al disponer que: “El ingreso
base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el
derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere
superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de Precios al consumidor  según certificación que expida el DANE”. Por la
misma razón, tampoco les aplica la regla sobre Ingreso Base de Liquidación prevista en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993 que fija en 10 años
el periodo que se debe tomar para la liquidación de la mesada pensional.
 
67. En resumen, el derecho a la pensión de jubilación de los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981 nacionales y nacionalizados y
de los nombrados a partir del 1 de enero de 1990, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 33 de 1985, se rige por las siguientes reglas:
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ü    Edad: 55 años
 
ü    Tiempo de servicios: 20 años
 
ü    Tasa de remplazo: 75%
 
ü    Ingreso Base de Liquidación: Este componente comprende
 
i) el período del último año de servicio docente y ii) los factores que hayan servido de base para calcular los aportes previstos en la Ley 62 de
1985, que son: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; dominicales y
feriados;  horas  extras;  bonificación  por  servicios  prestados;  y  trabajo  suplementario  o  realizado  en  jornada  nocturna  o  en  día  de  descanso
obligatorio.» Destacado fuera del texto original.
 
A través de la  sentencia citada,  se precisó que según el  parágrafo transitorio  del  Acto Legislativo 01 de 2005,  existen dos regímenes
prestacionales que regulan el derecho a la pensión de jubilación para los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al
servicio  público  educativo  oficial,  que  dependerá  de  la  fecha  de  vinculación  al  servicio  educativo  oficial  que  acredite  cada  docente,  para  tal
efecto distinguió lo siguiente:
 
a)           El derecho a la pensión de jubilación de los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981 nacionales y nacionalizados y de los
nombrados a partir del 1 de enero de 1990, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 33 de 1985, se rige por las siguientes reglas: 55 años de
edad, 20 de servicios y 75% de los factores previstos en la Ley 62 de 1985.
 
b)           Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio, les aplica el régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos
en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para hombres y mujeres. Para este personal, el ingreso base de liquidación se
rige por lo previsto en la Ley 100 de 1993, con los factores señalados por el Decreto 1158 de 1994, sobre los que se efectuaron las respectivas
cotizaciones.
 
Ahora bien, por tratarse de una sentencia de unificación, las reglas fijadas en ésta tienen valor vinculante y son de obligatorio cumplimiento en
todos los casos pendientes de solución tanto en vía administrativa como en vía judicial a través de acciones ordinarias; salvo los casos en los
que ha operado la cosa juzgada que, en virtud del principio de seguridad jurídica, resultan inmodificables. De tal manera, bajo dicha posición
jurisprudencial se analizará el asunto de la referencia.
 
4. Análisis del caso concreto.
 
Como  motivo  de  censura  la  parte  demandante  manifiesta  que  se  deben  incluir  en  la  liquidación  de  su  derecho  pensional  todos  los  factores
salariales devengados en el último año de servicios, sin excluir la prima de bonificación y de antigüedad, toda vez que estas fueron devengadas
desde su vinculación al servicio y constituyen salario. En lo que respecta a la prescripción, sostuvo que la petición de reliquidación pensional fue
presentada el 10 de octubre de 2013 con lo cual interrumpió el término de prescripción que venía corriendo y por ello no debió declararse esta
excepción.
 
El a quo en la sentencia apelada ordenó reliquidar la pensión de jubilación de la demandante, de conformidad con el monto previsto en el
artículo 1 de la Ley 33 de 1985, teniendo en cuenta todos los factores salariales devengados por la demandante durante el año anterior a la
adquisición del estatus, excluyendo la prima semestral de bonificación y la prima de antigüedad por emerger de disposiciones irregulares como
lo fueron las Ordenanzas Departamentales 019 y 040 de 1981, y 025 de 1983. Declaró probada de oficio la excepción de prescripción de las
mesadas causadas durante el periodo comprendido entre el 8 de octubre de 2006 y el 26 de junio de 2012.
 
Para resolver la controversia, la Sala tendrá en cuenta el acervo probatorio allegado al proceso, cuya autenticidad no fue controvertida por las
partes, el cual le permite tener por acreditados los siguientes hechos relevantes:
 
4.1.  Hechos demostrados.
 
a). Edad y tiempo de servicios de la demandante: La señora Nancy Abadesa Brito Cataño nació el 7 de octubre de 1951, información que se
extrae de la Resolución 318 de 13 de julio de 200716. Aunque al proceso no se allegó el Registro Civil de Nacimiento, este hecho no fue
controvertido por las partes por lo que se considera aceptado.
 
La demandante se vinculó al servicio docente oficial el 16 de mayo de 1977 (fs. 23 y 24).
 
b). Estatus pensional: Adquirió el estatus pensional el 7 de octubre de 2006, al cumplir 55 años de edad y contar con 29 años, 8 meses y 18 días
de servicio (fs. 23 y 24)
 
c). Cotizaciones efectuadas: Del Formato Único para la expedición de Certificado de Historia Laboral17 se desprende que la demandante efectuó
aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con destino a pensión durante el periodo comprendido entre los años 1977 y
2007.
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d).  Factores  devengados:  De  acuerdo  con  el  Formato  Único  para  la  expedición  de  Certificado  de  Salarios18  se  observa  que  la  demandante
percibió los siguientes factores salariales:
 
-              Asignación básica
 
-              Pago Antigüedad
 
-              Prima de Navidad
 
-              Prima de vacaciones docentes
 
-              Prima semestral de bonificación
e). Acto de reconocimiento pensional. Por medio de la Resolución 318 de 13 de julio de 2007 el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio le
reconoció a la demandante la pensión de jubilación con efectos desde el 8 de octubre de 2006, por haber acreditado más de 20 años de
servicios y 55 años de edad, consolidando el estatus desde el 7 de octubre de 2006, fecha en la que se encontraba afiliada al Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio.
 
Para la liquidación de la pensión, la entidad demandada tuvo en cuenta la asignación básica por $1.520.622 y el 75% del salario promedio
mensual devengado en el último año de servicios anterior a la adquisición del estatus pensional, de conformidad con la Ley 33 de 1985.
 
4.2.       Análisis sustancial.
 
¿La demandante Nancy Abadesa Brito Cataño, en calidad de docente afiliada al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, tiene derecho a la
reliquidación de la pensión de jubilación con la inclusión de la totalidad de los factores salariales devengados durante el último año de servicios
anterior al status pensional, incluidas las primas de antigüedad y semestral de bonificación?
 
De acuerdo con las pruebas allegadas al proceso, se tiene que la señora Nancy Abadesa Brito Cataño se vinculó al servicio docente el 16 de
mayo de 1977 (fs. 23 y 24), es decir, antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, por tanto, tiene derecho a una pensión de jubilación bajo el
régimen previsto en la Ley 33 de 1985, de acuerdo con el literal B) del numeral 2° del artículo 15 de la Ley 91 de 1989.
 
En  ese  orden  de  ideas,  según  la  sentencia  de  unificación  del  25  de  abril  de  2019,  dado  que  la  actora  goza  del  mismo  régimen  de  pensión
ordinaria de jubilación de los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los factores en sus liquidaciones pensionales
son aquellos sobre los que efectuaron los respectivos aportes en el último año de servicios docente o de adquisición del estatus pensional,  de
acuerdo con el artículo 1.º de la Ley 62 de 1985, a saber: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica,
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en
jornada nocturna o en día de descanso obligatorio.
 
Dicha sentencia de unificación constituye precedente obligatorio para los casos que guardan identidad fáctica y que se encuentran pendientes
de solución tanto en vía administrativa como judicial, siempre que no se haya configurado el fenómeno de la cosa juzgada19, como sucede en el
sub judice, dado que la providencia apelada no ha quedado ejecutoriada.
 
Por lo tanto, para liquidar la pensión de los docentes vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, únicamente podrán incluirse
aquellos factores sobre los que se hubieran efectuado los respectivos aportes con destino a la seguridad social, devengados durante el último
año de servicios o de adquisición del estatus pensional, de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985.
 
En la sentencia apelada, el a quo ordenó reliquidar la pensión de la demandante con la inclusión de todos los factores salariales devengados
durante  el  año  anterior  a  la  adquisición  del  estatus,  excluyendo  las  primas  de  antigüedad  y  semestral  de  bonificación,  por  emerger  de
disposiciones  irregulares  como  lo  fueron  las  Ordenanzas  Departamentales  019  y  040  de  1981,  y  025  de  1983.
 
En el caso concreto, está demostrado que mediante la Resolución 318 de 13 de julio de 2007 el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio le
reconoció a la demandante la pensión de jubilación con efectos desde el 8 de octubre de 2006, por haber acreditado más de 20 años de
servicios y 55 años de edad, consolidando el estatus desde el 7 de octubre de 2006, teniendo en cuenta como factor salarial únicamente la
asignación básica con fundamento en la Ley 33 de 1985.
 
Así las cosas, conviene cotejar si los factores salariales devengados por la demandante durante el año anterior a la adquisición del estatus
pensional se encuentran incluidos en el artículo 1.º de la Ley 62 de 1985:
 

Certificado de salarios devengados durante el último
año de servicios (fl. 103)

Factores Salariales que hacen parte de la base de liquidación
de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes
(L.62/1985, art.1)

Asignación básica Asignación básica
Pago Antigüedad Gastos de representación
Prima de Navidad Primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación
Prima de Vacaciones Docentes Dominicales y feriados
Prima semestral de bonificación Horas extras
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 Bonificación por servicios prestados
 Trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en

día de descanso obligatorio

 
De lo anterior, se colige que de acuerdo con el certificado de salarios obrante a folio 103, emanado por el FOMAG, la asignación básica, pago por
antigüedad y prima semestral de bonificación guardan correspondencia con la Ley 62 de 1985, por tanto, deben incluirse en la liquidación de la
pensión de jubilación tal y como lo solicitó la parte demandante. De otra parte, la prima de navidad y las vacaciones no pueden ser incluidas en
la base de liquidación, toda vez que no se encuentran previstos en la Ley 62 de 1985.
 
Así las cosas, se modificará la sentencia impugnada en el entendido que deben  tenerse en cuenta como factores salariales para la reliquidación
de la pensión de jubilación de la demandante, únicamente la asignación básica, la prima de antigüedad, y la prima semestral de bonificación que
fueron devengados en el último año de servicios anterior al estatus pensional, se encuentren expresamente dispuestos en el artículo 1 de la Ley
62 de 1985 y fueron certificados por la entidad demandada al folio 103 del expediente. No se incluirán en la base de la liquidación las primas de
navidad y de vacaciones, pues no se encuentran incluidas en el listado taxativo de factores salariales por la aludida Ley 62.
 
Ahora bien, aun cuando el a quo consideró en la sentencia impugnada que los factores de prima de antigüedad y bonificación, para el caso de la
docente demandante tenían como fuente normativa las Ordenanzas Departamentales 019 y 040 de 1981, y 025 de 1983, es evidente que el
legislador, al señalar en la Ley 62 de 1985 los factores que deberán integrar el IBL no distinguió sobre la fuente normativa de los aludidos
conceptos y les otorgó el carácter salarial para los efectos de integrar la base de liquidación pensional, motivo por el cual, en el presente caso, la
Sala acogerá el precedente jurisprudencial contenido en la sentencia de unificación del 25 de abril de 2019, el cual resulta vinculante para los
procesos pendientes de definición, con el fin de ordenar la inclusión de los factores salariales mencionados, por encontrarse incluidos en la lista
taxativa del artículo 1 de la Ley 62 de 1985.
 
(ii). ¿En el presente caso operó el fenómeno de prescripción de las mesadas pensionales en la forma que lo ordenó la sentencia apelada?
 
La Sección Segunda de esta Corporación ha señalado que la prescripción es un fenómeno a través del cual el ejercicio de un derecho se
adquiere o extingue con el transcurrir del tiempo de conformidad con las condiciones establecidas en las normas, y puede ser adquisitiva o
extintiva.20

 
En tal sentido, ha precisado lo siguiente:
«[…] La prescripción extintiva tiene que ver con el deber de cada persona de reclamar sus derechos en un tiempo prudencial el cual está fijado
en la Ley, es decir, que los derechos que se pretenden adquiridos, para ejercerlos se tiene un lapso en el que deben ser solicitados so pena de
perder dicha administración. La Corte Constitucional frente a la prescripción de derechos, en sentencia C-662 de 2004, Magistrado Ponente (…),
estableció  los  siguientes  parámetros:  “La  prescripción,  como  institución  de  manifiesta  trascendencia  en  el  ámbito  jurídico,  ha  tenido
habitualmente dos implicaciones: de un lado ha significado un modo de adquirir el dominio por el paso del tiempo (adquisitiva), y del otro, se ha
constituido en un modo de extinguir la acción (entendida como acceso a la jurisdicción), cuando con el transcurso del tiempo no se ha ejercido
oportunamente la actividad procesal que permita hacer exigible un derecho ante los jueces. A este segundo tipo de prescripción es al que hace
referencia, la norma acusada. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha reconocido que: “El fin de la prescripción es tener
extinguido un derecho que, por no haberse ejercitado, se puede presumir que el titular lo ha abandonado. [...] Por ello en la prescripción se tiene
en cuenta la razón subjetiva del no ejercicio, o sea la negligencia real o supuesta del titular;”. De acuerdo con lo anterior se tiene que la norma
establece para el ejercicio de los derechos un tiempo determinado dentro del cual se debe solicitar su ejecución, y si transcurre dicho tiempo y
no se solicitó, se traduce en la pérdida de interés para ejercerlo21.[…]» (Subrayado y negrillas fuera de texto).
 
La Corte Constitucional en sentencia C-072 de 1994, al estudiar la legalidad de la norma que determina la prescripción de la acción laboral
precisó lo siguiente:
 
«[…] Las prescripciones de corto plazo buscan también la seguridad jurídica, que al ser de interés general, es prevalente (art. 1o. superior). Y
hacen posible la vigencia de un orden justo (art. 2o. superior), el cual no puede ser jamás legitimador de lo que atente contra la seguridad
jurídica, como sería el caso de no fijar pautas de oportunidad de la acción concreta derivada del derecho substancial.
 
[…]
 
La prescripción extintiva es un medio de extinguir la acción referente a una pretensión concreta, pero no el derecho sustancial fundamental
protegido por el artículo 25 de la C.P., porque el derecho al trabajo es en sí imprescriptible.
 
No  se  lesiona  al  trabajador  por  el  hecho  de  que  la  ley  fije  términos  para  el  ejercicio  de  la  acción  laboral.  El  derecho  de  los  trabajadores  se
respeta, simplemente se limita el ejercicio de la acción, y se le da un término razonable para ello. El núcleo esencial del derecho al trabajo no
sólo está incólume, sino protegido, ya que la prescripción de corto plazo, en estos eventos, busca mayor prontitud en el ejercicio de la acción,
dada la supremacía del derecho fundamental, el cual comporta la exigencia de acción y protección oportunas. Así, pues, el legislador no hizo
cosa distinta a hacer oportuna la acción; de ahí que lo que, en estricto sentido, prescribe es la viabilidad de una acción concreta derivada de la
relación laboral, pero nunca el derecho-deber del trabajo.
 
La prescripción trienal  acusada, no contradice los principios mínimos fundamentales establecidos por el  Estatuto Superior,  porque la finalidad
que persigue es adecuar a la realidad el sentido mismo de la oportunidad, con lo cual logra que no se desvanezca el principio de la inmediatez,
que, obviamente, favorece al trabajador, por ser la parte más necesitada en la relación laboral. El derecho de los trabajadores no puede
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menoscabarse (art. 53 C.P.), y es en virtud de ello que la prescripción de corto plazo garantiza la oportunidad a que tienen derecho los que viven
de su trabajo […]».
 
Ahora bien, en lo referente a la consagración legal de la prescripción de los derechos laborales de los servidores públicos, se observa que el
Decreto 3135 de 26 de diciembre de 1968, «por el cual se prevé la integración de la seguridad social entre el sector público y el privado se
regula el régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales», en su artículo 41, estableció lo siguiente:
 
«Artículo 41º.- Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en tres años, contados desde que la
respectiva obligación se haya hecho exigible.
 
El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente determinado,
interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.» 
 
Conforme a la normativa citada, se observa que en ella se estableció el plazo de tres años para que prescriban las acciones que emanan de los
derechos que el decreto consagró. Es decir, que el término se cuenta a partir de la fecha en que la obligación respectiva se torna exigible, la
misma disposición indica que la simple reclamación que se presente por escrito por parte del trabajador o empleado a la autoridad que tenga la
competencia para reconocer el derecho o la prestación interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual, esto es, por 3 años.
 
El artículo en mención fue reglamentado a través del Decreto 1848 de 1969, que en   su artículo 102, dispuso lo siguiente:
 
«Artículo 102.- Prescripción de acciones. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto,
prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible.
 
El  simple  reclamo  escrito  del  empleado  oficial  formulado  ante  la  entidad  o  empresa  obligada,  sobre  un  derecho  o  prestación  debidamente
determinado, interrumpe la prescripción, pero solo por un lapso igual».
 
De las normas mencionadas, se colige quela ley señaló un término para reclamar los derechos ante las autoridades competentes, el cual no
puede ser superior a tres años, y que se cuentan a partir de la fecha en que la obligación se hace exigible y se interrumpe con la reclamación
presentada ante la autoridad con competencia para reconocer el derecho, por una sola vez.
 
Es decir que una vez presentada la petición ante la administración esta interrumpe la prescripción y a partir de ese momento, el empleado
cuenta con tres años para su reclamación en sede judicial, al cabo de los cuales su inactividad implicará la extinción de su derecho, y, por ende,
no será posible acceder al restablecimiento de este.
 
En el  sub judice, le asiste razón al  a quo  y por ello deberá confirmarse en este aspecto la sentencia apelada, dado que la parte demandante
presentó la reclamación ante la Secretaría de Educación del Municipio de Riohacha -en representación del Fondo de Prestaciones Sociales del
Magisterio, el 16 de enero de 201222, petición que fue negada mediante la Resolución 286 de 1 de junio de 2012 notificada el 5 de junio de 2012.
La demanda fue presentada el 26 de junio de 2015, como consta en el Acta Individual de Reparto obrante a folio 40.
 
En ese orden de ideas, la contabilización de la prescripción que realizó el a quo resulta acertada, toda vez que la demandante dejó transcurrir
más de 3 años entre la petición inicial (16 de enero de 2012) y la presentación de la demanda (26 de junio de 2015).
 
Se constata de esta forma que de acuerdo a las normas y la jurisprudencia relacionada, la accionante no ejerció su derecho oportunamente, por
lo que se tiene en cuenta la razón subjetiva del no ejercicio, o sea la negligencia real o supuesta del titular y como consecuencia, al dejar vencer
la oportunidad, es claro que la demandante dejó transcurrir un lapso de tiempo superior al conferido por la ley para reclamar sus prestaciones
sociales, y por ende, no será posible acceder al restablecimiento del mismo en los términos pretendidos, debiendo declarar prescritas las
mesadas pensionales causadas con anterioridad al 26 de junio de 2012, tal y como se ordenó en la sentencia apelada, motivo por el cual se
confirmará la decisión de declarar probada la excepción de prescripción trienal de las mesadas causadas entre el 8 de octubre de 2006 y el 26
de junio de 2012.
 
Por último, no resulta procedente tener en cuenta como interrupción de la prescripción, la  petición radicada el 10 de octubre de 201323 por
medio del cual la demandante pretendió nuevamente el reajuste de la pensión, toda vez que fue con la petición inicial (16 de enero de 2012)
que operó la interrupción de la prescripción por una sola vez, como lo prevé el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, dicha petición ya había sido
resuelta de manera desfavorable mediante la Resolución 286 de 01 de junio de 2012, y se encontraba plenamente ejecutoriada sin que se
hubiesen agotado los recursos en sede administrativa.
 
5.            Condena en costas de segunda instancia.
 
El concepto de las costas del proceso está relacionado con todos los gastos necesarios o útiles dentro de una actuación de esa naturaleza y
comprende los denominados gastos del proceso, que incluye los honorarios de abogado o agencias del derecho24, los llamados en el CPACA
gastos ordinarios del proceso25 y otros como son los necesarios para traslado de testigos y para la práctica de la prueba pericial, los honorarios
de auxiliares de la justicia como peritos y de secuestres, transporte de expediente al superior en caso de apelación.
 
En cuanto a la condena en costas en vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo este Despacho y la
Corporación ya lo ha analizado con detenimiento26 de modo que en atención a esa orientación y de conformidad con el numeral 4 del artículo
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365 del Código General del Proceso, la Sala de Subsección se abstendrá de condenar en costas  debido a que  aunque el recurso fue
parcialmente favorable a la parte recurrente, esto obedeció al cambio jurisprudencial ocurrido durante el trámite del proceso mediante la
sentencia de unificación del 25 de abril de 2019.
 
En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, administrando justicia en
nombre de la República y por autoridad de la Ley,
 

FALLA:
 
PRIMERO: MODIFICAR el numeral SEGUNDO de la sentencia del 6 de diciembre de 2016 proferida por el Tribunal Administrativo de la Guajira que
accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda presentada por la señora Nancy Abadesa Brito Cataño contra la Nación- Ministerio de
Educación- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, con fundamento en las razones expuestas en la parte motiva de este fallo, el cual
quedará así:
 
«SEGUNDO: Condenar a la Nación – Ministerio de Educación Nacional, Fondo de Prestaciones sociales del Magisterio a reliquidar la pensión de
jubilación de la señora Nancy Abadesa Brito Cataño teniendo en cuenta el 75% de los factores salariales de asignación básica, prima de
antigüedad y prima semestral de bonificación, de acuerdo con las consideraciones señaladas en esta providencia. Se exonera de responsabilidad
patrimonial al Municipio de Riohacha»
SEGUNDO: Confirmar en lo demás la sentencia del 6 de diciembre de 2016, con fundamento en las razones expuestas.
 
TERCERO: Sin condena en costas en esta instancia.
 
CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al tribunal de origen y háganse las anotaciones pertinentes en el programa
informático «Justicia Siglo XXI».
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
 
Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.
 

GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ
 

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ        RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS
 

NOTAS DE PIE DE PÁGINA:
 
1. Se aclara que, aunque las dos partes apelaron la sentencia de primera instancia, el a quo declaró desierto el recurso de apelación interpuesto
por la entidad demandada, quien no se presentó a la audiencia de conciliación.

 

2. Folios 60 a 83.

 

3. Folios 22 a 35.

 

4. Folios 80 a 85.

 

5. Folios 120 a 123. CD 124.

 

6. Folios 151 a 161. CD 162.

 

7. Folio 163 a 173.

 

8. Folio 172.

 

9. Folios 151 y 152
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10. Folios 204 y 205.

 

11. Folios 230 a 233.

 

12. Folios 224 a 229.

 

13. «El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias
dictadas en primera instancia por los tribunales administrativos y de las apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación, así
como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación por parte de los tribunales, o se conceda en un efecto distinto del que
corresponda, o no se concedan los extraordinarios de revisión o de unificación de jurisprudencia.[…]»

 

14. «ARTÍCULO 328. COMPETENCIA DEL SUPERIOR. El juez de segunda instancia deberá pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos
por el apelante, sin perjuicio de las decisiones que deba adoptar de oficio, en los casos previstos por la ley.

 

Sin embargo, cuando ambas partes hayan apelado toda la sentencia o la que no apeló hubiere adherido al recurso, el superior resolverá sin
limitaciones.

 

En la apelación de autos, el superior sólo tendrá competencia para tramitar y decidir el recurso, condenar en costas y ordenar copias.

 

El  juez no podrá hacer  más desfavorable  la  situación del  apelante único,  salvo que en razón de la  modificación fuera indispensable  reformar
puntos íntimamente relacionados con ella.

 

En el trámite de la apelación no se podrán promover incidentes, salvo el de recusación. Las nulidades procesales deberán alegarse durante la
audiencia.»

 

15.  Consejo  de  Estado,  Sección  Segunda.  Sentencia  de  unificación  jurisprudencial  SUJ-014-CE-S2  -2019.  Expediente:
680012333000201500569-01  (0935-17).

 

16. Folios 23 y 24,

 

17. Folios 28 a 30.

 

18. Folios 31 y 32.

 

19. Ver Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia del 25 de abril  de 2019, Expediente: 680012333000201500569-01 (0935-2017),
Demandante: Abadía Reynel Toloza, acápite «Efectos de la decisión».

 

20.  Consejo  de  Estado  -  Secc ión  Segunda  -  Subsección  B,  Sentencia  10  de  mayo  de  2018,  Radicac ión  número:
76001-23-33-000-2014-00260-01(1032-16)  C.P.  Dra.  Sandra  Lisset  Ibarra  Vélez,  demandante:  Luis  Fernando  Atehortúa  Calvo.
 
21. Ver auto del Consejo de Estado. Sala de Lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda - Subsección “A”. Consejera Ponente: Doctora
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Sandra Lisset Ibarra Vélez (E). Bogotá D.C., siete (07) de septiembre de dos mil quince (2015). Expediente No. 270012333000201300346 01. No.
Interno: 0327-2014. Actor: Sandra Patricia Mena Martínez-Demandada: Departamento Del Chocó - Dasalud.- Ver también sentencia del Consejo
de Estado del 26 de marzo de 2009, actor José Luis Acuña Henríquez, radicado 1134-2007.
 
22. Ello con base en el contenido de la Resolución 286 de 1 de junio de 2012, obrante a folio 25.

 

23. Folio 105 a 109.

 

24. Artículo 361 del Código General del Proceso.

 

25. Artículo 171 No. 4 en conc. Art. 178 ib.

 

26. Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección A. Sentencia de 3 de marzo de 2016. Rad. 25000-23-42-000-2012-01460-01 (1753-2014).
Consejero ponente doctor GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ.  En el mismo sentido: Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección A. Sentencia
de 7 de abril de 2016. Rad. 13001-23-33-000-2013-00022-01 (1291-2014). Consejero ponente doctor WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ.
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